Carátula 


(Ingresan a Sala los representantes de la Cámara de Industrias del Uruguay) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el 
agrado de recibir a una delegación de la Cámara de Industrias del Uruguay, integrada por el ingeniero 
agrónomo Diego Balestra -que es su Presidente- el Capitán Dimitros Linas, Presidente de la Comisión 
de Relaciones Socio-Laborales y el doctor Gonzalo Irrazábal, asesor laboral de esa Cámara, a los 
efectos de exponer sus opiniones sobre el proyecto de ley de negociación colectiva que esta Comisión 
tiene a estudio. 


SEÑOR BALESTRA.- Queremos agradecer a la Comisión por recibimos, porque para nosotros es 
importante llegar a este alto órgano a fin de brindar nuestra opinión respecto al proyecto de ley de 
negociación colectiva. A nuestro juicio, es un mal proyecto y, por tal motivo, queremos que conste 
nuestra posición, pero previamente haremos una serie de precisiones para que se comprenda de qué 
estamos hablando. 


En la prensa oral y escrita se insiste -si está mal, pedimos disculpas- en declaraciones 
respecto a que los empresarios no queremos regulaciones, pero eso no es verdad. Hemos dicho hasta 
el cansancio que en estas circunstancias estamos planteando que se regule todo. Al respecto, 
realizamos un razonamiento muy claro. Hemos dicho que, normalmente, tenemos una visión un poco 
más liberal y que preferimos la no regulación, con lo bueno y lo malo que pueda suponer, porque 
implica reglas muy claras para todos: nada está regulado. 


Cuando pasemos a un sistema que esté regulado -porque hay voluntad de que así sea- creo 
que debemos mantener la organicidad de las relaciones laborales, para que sean equilibradas y justas, 
de manera que las dos partes que integran ese relacionamiento -trabajadores y empleadores, 
empleadores y trabajadores- estén conformes y dispuestas a seguir adelante mirando a mediano y 
largo plazo; para ello, insisto, se deben contemplar las dos partes. Ambas deben estar de acuerdo con 
lo que se está legislando; si una de ellas no lo está, la relación no va a funcionar porque no existe la 
voluntad de acompañar de uno de los sectores. Precisamente, creemos que es función de un 
Gobierno, de un Estado, buscar los consensos y los acuerdos, pero cuando estos no se logran en este 
tipo de situaciones y sólo se tiene la posición de uno de los sectores, no se va por un buen camino. O 
sea, en vez de preocuparnos en el mediano y largo plazo, siempre lo haremos en la situación actual, y 
eso impide avanzar en temas que interesan al país. 


Dicho esto, que me parece fundamental que quede asentado, puntualizamos que la posición 
del sector empresarial ha sido muy clara al respecto. Es más, cuando se nos presentó el supuesto 
borrador del proyecto de negociación colectiva, dijimos que estábamos dispuestos a avanzar en ese 
sentido. Lo hablamos a fines del año pasado con los Presidentes de las respectivas Comisiones de 
ambas Cámaras -es decir, el señor Senador Vaillant y su similar de la Cámara de Representantes- a 
quienes planteamos claramente que estábamos dispuestos a avanzar en un proyecto en el que 
tuviéramos la posibilidad de redactar en conjunto, y no que se nos diera un documento ya elaborado 
para que nosotros hiciéramos comentarios, se realizaran correcciones -como se había hecho en otros 
momentos- y, en definitiva, no se tuviera en cuenta la posición de los empresarios. 


Me parece que es fundamental entenderlo para que podamos avanzar sobre la disposición y 
ver qué se pretende del sector empresario. Después de esto, quiero hacer una pregunta que vengo 
realizando desde hace unos cuantos meses, sobre la que no hemos tenido respuesta. Me gustaría que 
alguien que esté en el tema, como los señores Senadores, que son los encargados de aprobar las 
leyes, me dijera por qué esta Administración ha decidido regular solamente al sector empleador en un 
proyecto de ley de negociación colectiva y no quiere hacerlo con el sector trabajador -es decir, la otra 
parte- para dar armonía, equidad, certeza y previsibilidad a las situaciones que se planteen. 


SEÑOR LINAS.- Ante todo, gracias por la oportunidad que se nos está dando para referirnos a un tema 
que consideramos de gran importancia para todos, sector empleador, trabajadores y la población en 
general. 


Quiero agregar un comentario sobre lo que está trascendiendo a nivel público en cuanto a 
que los empresarios han decidido no participar del proyecto de ley sobre negociación colectiva. En 
realidad, no tuvimos las condiciones ni las posibilidades que se deben dar para analizar un proyecto de 
ley sobre negociación colectiva. Esta no es una ley que se esté tratando solo en el Uruguay; hay 
muchos países que ya la han aprobado. Hemos hecho varias consultas y en todos los países en los 
que se está aplicando ha llevado un proceso complejo pero, en definitiva, se ha llegado a un consenso 
entre las partes antes de aprobarse e implementarse, dando gran resultado en muchos casos. En 
ninguno de ellos esta ley se ha votado por mayoría parlamentaria ni ha tenido a alguno de sus actores 
totalmente en contra. Esa es una de las preocupaciones que queríamos trasmitir. 


Con relación al diálogo, pienso que en ningún lugar del mundo un sector empresarial podría 
entrar en una negociación en la que no haya habido facilidad y el auspicio necesario del gobierno para 
hacerlo. ¿En qué sentido digo esto? Una negociación es como un partido, en el que uno ocupa la mitad 
de la cancha y la otra parte la otra mitad, y luego, dependiendo de los argumentos o fundamentos de 
cada una, puede ganar más o menos terreno, pero en definitiva cada parte entra en igualdad de 
condiciones. Este no es el caso -como decía el Presidente de la Cámara- de este proyecto de ley sobre 
negociación colectiva. 


A su vez, hay otro elemento que es el siguiente. Por una cuestión natural, el sector 
empresarial no puede sentarse a negociar sobre una ley donde se legitima el derecho de ocupación. A 
este respecto, creo que a todos les consta que las veinticuatro cámaras -incluida la Cámara de 
Industrias del Uruguay- han hecho múltiples gestiones a nivel de la Presidencia de la República y del 
Parlamento, pero no se ha podido llegar a una conclusión para, por lo menos, eliminar esos artículos 
del proyecto. Recién hace pocas semanas, en la Comisión de la Cámara de Representantes se decidió 
quitarlos, pero sería diferente si hubieran desaparecido hace un año y medio o no hubieran estado 
presentes en la negociación. Por lo tanto, ese fue un impedimento para facilitar el diálogo y el buen 
entendimiento entre las partes o, por lo menos, para iniciar una gestión de evaluación del proyecto de 
ley. Sobre este punto en particular, también quiero señalar que si bien se han eliminado los artículos 
que hacían referencia a la legitimación de la ocupación, se sigue manteniendo el decreto que la 
habilita. Quiere decir que si había un gesto de buena voluntad por parte del Gobierno para facilitar el 
diálogo, junto con la eliminación de estos artículos se debería haber anulado, también, el decreto que 
aún está vigente. 


SEÑOR IRRAZÁBAL.- Quisiera hacer algunas referencias concretas al articulado. Por un lado, 
plantearemos una reflexión respecto de lo que señalaba el Ingeniero Balestra. Nos preguntamos por 
qué en un proyecto de ley que pretende crear un sistema que debe ser armónico, equilibrado y 
sistémico -valga la redundancia- hay algunos aspectos que no están regulados. No hay ninguna 
explicación técnica de por qué no se los deba regular allí. Inclusive, tampoco la hay si uno recorre los 
fundamentos de la Organización Internacional de Trabajo en numerosos dictámenes en los que se 
considera aceptado que exista la obligación de dar un preaviso, por ejemplo, para adoptar 
determinadas medidas cuando sus repercusiones -a las que legítimamente tienen derecho los 
trabajadores- no sólo recaen en la empresa y en los propios trabajadores que las llevan adelante, sino 
también en toda la sociedad. Parece entonces, justo, lógico y necesario, que se tenga un preaviso. 
También parece justo, lógico, necesario y equilibrado que exista algún procedimiento de conciliación o, 
por ejemplo, un determinado quórum, una votación, la celebración de un escrutinio, etcétera. Se podrá 
discutir cuál sería el quórum o la votación y de qué manera se realizaría el escrutinio, pero parece - 
reitero- justo, razonable o equilibrado hacerlo. También parece justo, razonable y equilibrado que exista 
un procedimiento para resguardar determinada maquinaria o ciertos bienes, y se considera que no es 
un exceso hacer una petición en el sentido de que se incluyan estos aspectos en el sistema, tal como 
lo decía la exposición de motivos. También van en el mismo sentido numerosos dictámenes de la 
Organización Internacional del Trabajo y de la jurisprudencia uruguaya, en cuanto a la garantía de la 
libertad de trabajo de los no huelguistas. 


Estos institutos -como dicen los abogados- podrían estar regulados en una ley de estas 
características. Nosotros entendemos lógico y necesario que figuren estos aspectos que, sin embargo, 
no han sido contemplados en el texto del proyecto de ley. 


Hemos mencionado estos puntos porque no queremos caer en el brete de hablar de lo que 
está, pero lo que tampoco se ha incluido en el proyecto de ley es lo relativo a la obligación de paz 


laboral. Además, algunas de estas sugerencias a que hemos hecho referencia no hacen otra cosa que 
intentar cumplir con el artículo 57 de la Constitución. Pero yendo a lo que está, hay un tema que nos 
preocupa, que es contrario a lo que establece la OIT y que debe hacer reflexionar a todos los 
ciudadanos que tienen determinada visión de la empresa. Me refiero al artículo 10. Recordemos que el 
artículo 9” crea un Consejo Superior Tripartito con mayoría de integrantes del Poder Ejecutivo -sea cual 
sea la Administración - y se lo convoca, por cualquiera de las partes, preceptivamente. Esto significa 
que se lo convoca obligatoriamente -del latín “preceptum”, que significa “mandato”- por lo que tiene 
obligación de funcionar. Pero ¿cuál es el otro elemento importante de un órgano luego de la 
convocatoria? El quórum; el Consejo funciona con el 50%, pero la votación es nominal, con lo cual el 
Poder Ejecutivo, el Estado, la Administración, el Gobierno -cualquiera sea- tiene mayoría y hace 
fácilmente la mayoría absoluta. Este es el nuevo órgano que se crea y que va a tener la gobernanza 
de las relaciones laborales. Pero ¿qué competencias tiene? Me voy a detener en algunas expresiones 
que son vagas, imprecisas, ambiguas y genéricas, y esto es algo que, ciertamente, desde el punto de 
vista empresarial, lo hace peligroso por falta de certeza jurídica. Se dice en el literal d) de este artículo 
que este Consejo Superior Tripartito se pronuncia sobre cuestiones de niveles de negociación bipartita 
o tripartita. Se habla de “pronunciamiento” -expresión imperativa de mandato- sobre cuestiones 
vinculadas a niveles de negociación. Quiere decir que el Estado se puede pronunciar, puede 
dictaminar, puede laudar, sobre algo que no sabemos qué es, con una mayoría especial. 


Por otro lado, en el literal e) se dice que otra competencia suya es adoptar una iniciativa, es 
decir que también es imperativo porque adopta una iniciativa e imprime un mandato para el desarrollo 
de las relaciones laborales. [Es un mandato amplio, genérico, vago y difuso, por lo que agrega 
incertidumbre a las cuestiones empresariales. 


Entonces, trasmitimos esta preocupación: este Consejo Superior Tripartito con mayoría de 
integrantes del Gobierno -de cualquier Gobierno, de cualquier Administración- determina cuestiones 
que hacen pura y exclusivamente al quehacer empresarial. Creemos que eso afecta la libertad de 
comercio e industria que establece la Constitución, vulnerando un derecho consagrado 
constitucionalmente. A veces se peca por acción y otras por omisión; en este caso se lo hace por 
omisión, porque no aclara cuál es el sentido que se le quiso dar a este giro idiomático del castellano. 
Confieso que nunca pudimos alcanzar a comprender qué es lo que se quiso decir con esto. 


Además, debemos agregar que este Consejo Superior Tripartito tendrá el gobierno de las 
relaciones laborales y, en consecuencia, la intervención y el dirigismo. No olvidemos que la 
Organización Internacional del Trabajo es contraria al intervencionismo estatal en materia de relaciones 
laborales. Cuando se hace referencia a efectuar la clasificación de los grupos de actividad, que es un 
elemento común, el literal b) habla de ramas de actividad o cadenas productivas. Sin embargo, no está 
definido en forma unánime el concepto de cadena productiva, por lo que se trata de otra falta de 
certeza en cuanto al alcance que se le quiere dar. Se dice que los grupos de actividad serán por 
cadenas productivas en lugar de por ramas de actividad, pero no sé dónde empieza y dónde termina 
una cadena productiva. Jurídicamente hablando, este concepto no está definido, pero mucho menos lo 
está en lo que hace al “management” empresarial. 


Entonces, estos tres elementos hacen que sea difícil de prever qué dice el artículo 10, que se 
titula “Competencias”. Realmente, no se establece cuáles son las competencias del Consejo Superior 
Tripartito, más allá de que se pretende expresarlo en el artículo 10. 


Para terminar, quiero decir que también nos preocupa el hecho de que en aquellas empresas 
que no tengan una organización sindical, se va a imponer un sindicato de la rama de actividad. Eso no 
sólo va en contra de lo que dice la Organización Internacional del Trabajo, sino también de las últimas 
sentencias que han salido a luz en estos últimos meses respecto de las ocupaciones. Precisamente, 
las sentencias que ordenan desocupar las empresas han sido promovidas por trabajadores que no 
estaban de acuerdo con la medida y que eran de la empresa. Esto quiere decir que los trabajadores de 

la empresa tienen el legítimo derecho a discrepar con la visión que tienen -legítimamente también- 

los trabajadores que pertenecen al sindicato de rama. Entonces, ¿por qué privilegiar al sindicato de 
rama en una negociación donde el cerno es el trabajador y su empresa? Parecería que otorgar la 
legitimidad o descalificar al actor principal, que es el sindicato de la empresa, sería no cumplir con el 
esquema de una relación laboral básica. 


SEÑOR VAILLANT.- En primer lugar, dado que en el comienzo de la exposición de nuestros invitados 
se hizo una pregunta, me parece que corresponde contestarla. De pronto se hizo más de una, pero yo 
recuerdo una que me parece importante. Concretamente, se preguntó por qué en el momento en que 
se está legislando acerca de un sistema de negociación colectiva, que no es ni más ni menos que la 
negociación entre las partes en una relación de trabajo, no se legisla también sobre la regulación del 
funcionamiento de esas organizaciones. La pregunta no es inoportuna y creo que la respuesta tiene 
que ser clara: simplemente no estamos discutiendo una ley de regulación de la actividad sindical. 
Puede considerarse necesario aprobar una ley de ese tipo, pero no es este el proyecto de ley que 
estamos discutiendo. Tal vez sea compartible que se discuta un proyecto de reglamentación de la 
actividad sindical o, como se expresó, de las partes que intervienen en una negociación colectiva. En 
ese caso habría que discutir cuándo y cómo un sindicato se constituye, cuál es su representatividad, 
cómo debe ser su funcionamiento, etcétera. Y no solamente estoy hablando de los sindicatos de 
trabajadores, sino también de los sindicatos de empresarios. Es posible, entonces, que en el futuro 
haya que regular la representatividad, es decir, que haya que determinar cuándo una organización 
sindical de los empresarios o de los trabajadores es realmente representativa de lo que dice 
representar. Todo eso, naturalmente, se puede discutir, pero no tiene absolutamente nada que ver con 
la negociación colectiva, que es a lo que se limita este proyecto. Lo que se está discutiendo son 
mecanismos de negociación colectiva, partiendo de la base de que existen organizaciones que 
representan a los trabajadores y a los empresarios. Sé que se puede considerar que hubiera sido más 
importante reglamentar en primer lugar la existencia de los sindicatos y las organizaciones 
empresariales y luego discutir cómo se relacionan, pero en los hechos las organizaciones sindicales 
existen y las empresariales también, y lo que tenemos que buscar, a través de prevenir situaciones de 
conflicto, es que las diferencias entre el capital y el trabajo, en lugar de resolverse por la vía de la 
confrontación, se resuelvan por la negociación. Esto es lo que este proyecto, más allá de que se pueda 
compartir o no su contenido, pretende lograr. 


Quiero además aprovechar para dar una opinión, porque me parece que hay una 
interpretación incorrecta de lo que tiene que ver con la negociación en lo que podríamos llamar 
“sindicatos de base”. De ninguna manera el proyecto de ley, desde mi punto de vista, establece que la 
empresa no pueda negociar con el sindicato de base; por el contrario, dice que si no hay sindicato de 
base con el que negociar, entonces se negocia con la organización de nivel superior. Pero la 
posibilidad de que los trabajadores de una empresa negocien el convenio colectivo está harto 
consentida en este proyecto de ley. Simplemente se establece, reitero, que en aquellos lugares donde 
no existe el sindicato de base, porque no se ha podido conformar, porque no se ha permitido su 
funcionamiento o por las circunstancias que sea, entonces se negocia con el nivel de organización 
sindical superior. Es más, creo que lo que fomenta esta ley es, justamente, que en empresas donde no 
existen sindicatos de base, se constituyan, y que haya interés en ese sentido en los trabajadores y en 
los propios empresarios, para tener interlocutores, de acuerdo con lo que establece la norma. 


SEÑOR BALESTRA.- Muchas empresas tienen relación desde hace años con los gremios que asocian 
a los empleados, pero como esas organizaciones no están afiliadas al PIT-CNT, no son reconocidas 
por el Ministerio. Es decir que si el grupo de trabajadores que está en la empresa no está afiliado al 
PIT-CNT, no es reconocido. Tenemos pruebas de lo que estamos afirmando. Si va al Ministerio 
comprobará que un sindicato que no está patrocinado por el PIT-CNT, no es reconocido. 


SEÑOR VAILLANT.- No voy a asumir que lo que se afirma es reconocido por mí porque, con toda 
franqueza, no lo reconozco. Ahora bien; si así fuera -aunque reitero que creo que no es así- no sería 
un tema de la ley sino de las relaciones con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, lo que no 
tiene que ver con esto. 


SEÑOR BALESTRA.- Está perfecto. 


SEÑOR VAILLANT.- Lo que se está planteando en este proyecto de ley es, justamente, lo que da 
satisfacción a la preocupación que plantea el ingeniero Balestra, es decir, que una organización 
sindical no es, ni más ni menos, que la asociación de todos o de un grupo de trabajadores de una 
empresa y tiene el reconocimiento de ésta, que es la que negocia. Por su parte, esa organización 
sindical puede estar o no afiliada a la Central de Trabajadores o a la federación; esa es una cosa 
totalmente distinta. 


Para mostrar claramente de qué estamos hablando, voy a dar un ejemplo. Hace muchos 
años conocí lugares de trabajo donde había organizaciones que se decían sindicales, no afiliadas a la 
central y representativas de los trabajadores. Ese fue el primer gremio en el que participé, y recuerdo 
con claridad que los dirigentes sindicales de esas empresas eran los miembros de los directorios o sus 
gerentes generales. Concretamente me estoy refiriendo al gremio de la salud. Es decir que tenían una 
organización sindical, pero no representaba a los trabajadores. ¿Qué hicieron los trabajadores? Se 
juntaron y formaron una organización sindical que realmente los representaba. Estoy hablando de 
lugares donde ya había una seudo organización sindical que, eventualmente, entendía que 
representaba a quienes nunca los habían votado. Entonces, la posibilidad de que se arme una 
organización sindical de base, no sólo existe sino que está promovida por este proyecto de ley. 
Justamente, esta iniciativa promueve que, tanto los empresarios como los trabajadores, quieran que 
exista una organización sindical de base en cada empresa porque va a ser de interés para ambas 
partes. Bien o mal redactado, esto es lo que quiere establecer este proyecto de ley. 


SEÑOR IRRAZABAL.- Creo que el ejemplo que ha dado el señor Senador Vaillant, desde nuestra 
visión confirma lo que nosotros hemos planteado. Precisamente, lo que señaló el ingeniero Balestra en 
cuanto a las dificultades que se presentan en la práctica o en la operativa y la casuística que de ello 
surge, hace que sea necesario reglamentar, para saber si las situaciones son anómalas -como la 
mencionada por el señor Senador Vaillant- y encubren otra realidad, o si se trata de un sindicato que 
ha decidido afiliarse. Esta es realmente nuestra preocupación y quizás fue mal expresada. Nuestra 
inquietud es que puede haber situaciones donde, por falta de regulación, se produzca este tipo de 
cosas. Eso es lo que nosotros queríamos trasmitir y se une a la primera parte de la exposición que 
realizamos. 


Otro tema que nos preocupa es el de la ultraactividad de los convenios. Si bien hay dos 
interpretaciones a este respecto -no voy a explicar al señor Senador Ríos lo que significa la 
ultraactividad de los convenios- creo que se ha optado por un camino que es el inverso y que fuerza 
una especie de marcha en reversa. ¿Por qué digo esto? Porque sería lógico que el principio general 
diga que un convenio vence cuando llega su fecha de finalización. No digo que en esta iniciativa los 
convenios sean “sine die”, porque el propio texto establece que se puede pactar otra fecha, pero 
creemos que de la excepción se está haciendo la regla general. Repito que nosotros entendemos que, 
como regla general, debería decir que los convenios vencen cuando llegan a su fecha de finalización y 
si las partes quieren, lo pueden prorrogar, y no a la inversa. Esta es una breve referencia que 
queríamos hacer ya que en nuestra visión se altera el principio general. 


SEÑOR RÍOS.- Es claro que aquí tenemos una visión totalmente diferente de la globalidad y eso nos 
lleva a tener también diferencias en la particularidad. He escuchado hablar de “equilibrado”, de “justo”, 
de “que contemple a ambas partes”; de que “cuando una parte no está de acuerdo con una ley de esta 
naturaleza no puede funcionar”, y de “igualdad”. Se me genera, entonces, una duda sustantiva. 
¿Dónde tiene su principio protector un sistema de relaciones laborales, principio que es característico 
del derecho individual y del derecho colectivo del trabajo? Creemos que un sistema de negociación 
colectiva debe tener su principio protector. Y en esta norma jurídica -que intentamos trabajar lo más 
posible, escuchando a todas las partes: a quienes piensan igual que nosotros y a quienes no; ahí es 
cuando más se aprende- creemos que ese ingrediente debe existir. Conceptualmente, pensamos que 
un sistema de relaciones laborales debe tener su principio protector. Debe tener la obligación del 
Estado de estimular la negociación. 


Voy a ser muy sincero; no es una crítica, sino una reflexión: durante el tiempo en que no hubo 
acciones en pos de la negociación colectiva por los diferentes Poderes Ejecutivos anteriores, hemos 
percibido la ausencia de la herramienta del convenio colectivo y de la negociación. Me gustaría que si 
estoy equivocado me corrigieran y me dijeran cuántos convenios colectivos, no en números sino en 
conceptos, existieron durante el tiempo en que el Poder Ejecutivo no hacía el llamado, porque me 
parece que es un tema conceptual que hace a las relaciones de las partes. Me parece que debemos 
estimular el relacionamiento y el diálogo, y sé que la Cámara de Industrias piensa de la misma manera; 
lo que sucede es que muchas veces encontramos herramientas diferentes. Reitero: quisiera saber 
cómo fue la situación cuando se registró esa ausencia de la que hablaba. 


SEÑOR LINAS.- En cuanto a los convenios colectivos, quiero expresar que tenemos las declaraciones 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, producto de lo que ha surgido de las rondas de los 


Consejos de Salarios. Además, quiero manifestar que en todas las épocas en que hubo rondas de 
Consejos de Salarios existieron muchísimos convenios colectivos. A su vez, estos también existieron 
en menor medida cuando no hubo Consejos de Salarios, pero con una diferencia -eso quedó reflejado 
recientemente en la norma, ya que no estaba en el proyecto original-: los convenios surgieron porque 
las partes que estuvieron en esas negociaciones colectivas creyeron que era conveniente aprovechar 
el período de la negociación para llegar a algo más amplio, lo cual les permitiría, más allá del salario 
mínimo, del salario mínimo por categoría, etcétera, acordar una serie de pautas para seguir trabajando. 
Por lo tanto, no creo que por la ausencia de una ley de negociación colectiva no haya convenios. Todo 
lo contrario: históricamente hemos tenido numerosos convenios, y muchos de ellos con un buen 
resultado. 


Lo que en una primera instancia generó preocupación fue la obligación de negociar un 
convenio a nivel de los Consejos de Salarios, lo cual luego fue cambiado. 


Como bien se dijo, el Gobierno tiene que auspiciar y crear las condiciones de negociación, así 
como también contemplar la conveniencia de ambas partes para llegar a un acuerdo donde se fijen las 
pautas de funcionamiento de cada empresa. 


En cuanto a las garantías, debo expresar -tal como el señor Senador ha mencionado- que lo 
que se pretende es regular el sector sindical dentro de lo que es la ley de negociación colectiva. Por 
tanto, no se pretende regular aspectos que no estén incluidos en ella. Por ejemplo, el sector 
empresarial regula todas sus obligaciones, lo que implica, entre otras cosas, dar información y sentarse 
a negociar, pero no se regulan cuáles son las obligaciones y las responsabilidades del sector de los 
trabajadores que va a negociar en esa Mesa. 


Los empresarios estamos de acuerdo con un sistema participativo siempre y cuando existan 
garantías y sea equilibrado para poder negociar, lo que requiere tiempo para un cambio de cultura, 
tanto a nivel empresarial como del trabajador. Entendemos que hay empresarios y trabajadores que 
todavía no están culturizados para entrar en el sistema y que tienen que hacer un esfuerzo. Entonces, 
la ley tiene que prever que haya reglas para poder entrar en ese terreno, lo que vemos que en parte 
está porque el sector empresarial está regulado, pero faltaría la regulación para la parte sindical. No 
estamos hablando del funcionamiento sindical en el aspecto más amplio, sino de una regulación que 
atañe a una ley de negociación colectiva. 


SEÑOR VAILLANT.- En primer lugar, me alegro de que se reconozca que ha habido cambios positivos 
en un proyecto de ley que originalmente fue cuestionado y sobre el cual algunos empresarios 
continúan teniendo diferencias. No tendría sentido ahora cuestionar la versión original del proyecto en 
lugar de reconocer sus mejoras y de esperar que mejore aún más antes de aprobarse. Y digo esto 
porque, como se imaginarán, esta reunión no tiene otra razón que tener en cuenta las opiniones de 
quienes nos visitan para ver qué elementos del proyecto pueden mejorarse. En este sentido, cuando se 
habla de la regulación de las organizaciones intervinientes en la negociación colectiva, entendemos 
que es posible conversar, discutir e intercambiar ideas para incorporar alguna cláusula que obligue a 
los sectores que participaron en el convenio -tanto empresarios como trabajadores- a tener 
responsabilidad en el cumplimiento de la norma, a la que no nos gusta llamar cláusula de paz porque 
nos parece más acorde con lo que se está planteando que esa cláusula persiga la defensa de la 
vigencia del convenio o el respeto del convenio. El incumplimiento de esa cláusula debería traer 
consecuencias, naturalmente, para la parte que la incumpla, ya sea el sector empresarial o el 
trabajador; por ejemplo, la caída plena de todo convenio en caso de que se viole. 


SEÑOR BALESTRA.- En la misma línea del señor Senador, quiero aclarar que en el sector industrial 
muchas gremiales han hecho convenios colectivos, con y sin convocatoria de Consejos. 


Creemos que la situación es muy clara. Hay un cambio en el espíritu con el cual se quiere 
legislar en materia laboral. Sin embargo, cuando se está legislando en torno a estos temas, no vemos 
voluntad de regular el derecho de huelga. Este está en el proyecto de ley, pero está sin regular; 
entonces sería el momento adecuado para hacerlo, porque es una de las herramientas fundamentales 
que va en contra de la actividad y que a veces se utiliza en forma abusiva y por cualquier medida. 
Sabemos que del otro lado durante mucho tiempo se habló de inexperiencia, de falta de ejercicio y de 


capacitación, pero llevamos cuatro años y medio y pensamos que este es el momento propicio para 
regular el derecho de huelga, para establecer que, si las partes están de acuerdo, para llegar a la 
huelga haya que cumplir una serie de requisitos. Esta no es una novedad; ha sido planteado en la OIT 
en varios artículos y en forma bastante extensa. Para nosotros, esta sería una solución muy clara. Esto 
es lo que estamos planteando: este es el momento adecuado para acompañar esta legislación, y 
también de equilibrio como para decir: “Bueno, está bien, si se cumplen estas condiciones, se podrá”. 
Nadie está diciendo que no se realicen huelgas; nos parece perfecto que exista ese derecho y estamos 
muy lejos de pretender discutirlo, pero muy bien saben los señores Senadores que a veces existen 
convenios y acuerdos y, sin embargo se realizan huelgas por motivos que no los entiende 
absolutamente nadie; incluso, hay casos en los que tiene que salir el Poder Ejecutivo a solicitar a los 
sindicatos que tomen medidas. 


Esto es lo que quería poner de manifiesto, además de que creemos que sería una excelente 
oportunidad para aprovechar a regular el sistema de huelgas. 


SEÑOR IRRAZÁBAL.- Volviendo pura y exclusivamente al texto, incluso tomando en cuenta lo que 
expresaba el señor Senador Vaillant -que nos fue impuesto por el Poder Ejecutivo en la última ronda de 
Consejos de Salarios-, me quiero referir a algunos elementos relacionados estrictamente con el 
convenio. En el proyecto de ley no se hace mención a las cláusulas de salvaguarda, que van unidas a 
un procedimiento, que tampoco se menciona, de denuncia del convenio. Todos sabemos que si no se 
establecen los mecanismos y si alguna de las partes no quiere o no puede cumplir, el convenio se deja 
de cumplir sí o sí. Y nadie recurre a la Justicia, sino a los hechos. 


Por eso digo, generemos un mecanismo que advierta esa posibilidad, porque todos los que 
estamos aquí presentes sabemos que si el convenio es inaplicable, se incumple y ello genera 
conflictos. Con toda seguridad ninguna de las partes se haría cargo, pero si no se establece una 
cláusula de salvaguarda o un mecanismo de denuncia, en el caso de que el convenio no se aplique — 
convenio firmado por las dos partes— el mecanismo de la vía de los hechos siempre es el más 
complicado. 


SEÑOR RÍOS.- Comparto lo que expresa el doctor Irrazábal, pero también tenemos que saber que las 
normas y las fuentes de derecho que se aplican en los casos que no están previstos, son “pacta sunt 
servanda”. Si bien es verdad que la ley puede tener esa falencia, razonándolo —lo que voy a hacer 
profundamente, quizás pueda estar de acuerdo— no podemos negar la fuente de derecho que tienen 
el Derecho Laboral y las subsidiarias. Pero todavía me queda la duda de dónde está la atención del 
derecho protector que tiene ínsito cualquier tipo de establecimiento de relaciones laborales. Nosotros 
creemos que lo tiene y cuando se habla de igualdad, pensamos que no es tal, pues la igualdad está 
dada por el papel del Estado para la defensa del principio protector, sea en forma individual o colectiva. 


Por nuestra parte, consideramos que esta iniciativa lo mantiene y que no tiene péndulo; hay 
justicia y, en el error o en el acierto, se trata de considerar diferente lo que es diferente, y no tratar a 
todos por igual, porque eso implicaría un principio de injusticia. Por lo tanto, queremos mantener ese 
principio, que está muy arraigado en nosotros. Es más, creo que en este marco legislativo se mantiene 
incluso en una forma bastante sobria, hasta de más en algunos aspectos. Digo esto porque las leyes - 
al menos yo lo entiendo así- se deben estudiar por lo que dicen. De la cero aplicación de un marco 
jurídico, pasamos a la aplicación de una normativa y de conceptos que tienen que ver con una ley 
dinámica, pues como todos sabemos, las leyes laborales son dinámicas, máxime cuando estamos 
desarrollando esta primera experiencia. 


Asimismo, creemos que ahora, para nosotros, esta iniciativa presenta nuevas inquietudes de 
acuerdo con lo que nos han manifestado nuestros invitados. Comento que es decisión, por lo menos de 
quien habla, que algunos principios básicos del Derecho Laboral queden plasmados en la iniciativa y 
que no nos desviemos de ciertos conceptos que son fundacionales en el bien jurídico tutelado que 
queremos proteger. Me refiero tanto al trabajador como al empresario, porque intentamos proteger a 
los dos. Nosotros no queremos un país sin empresarios sino, por el contrario, con ellos, lograr una 
producción con trabajadores que cuenten con una justa redistribución y calidad de trabajo. Por eso es 
de nuestro interés escuchar a nuestros invitados y reflexionar mucho sobre sus opiniones. 


SEÑOR ALFIE.- Yo también estoy a favor del bien y en contra del mal, lo digo para que conste en la 
versión taquigráfica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado agradece 
la presencia de las autoridades de la Cámara de Industrias del Uruguay. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 35 minutos) 
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